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PETICIÓN 12.077

INADMISIBILIDAD

JOFFRÉ FERNÁNDEZ VALDIVIESO y OTROS
PERÚ

2 de noviembre de 2011

I. RESUMEN

1. El 6 de noviembre de 1998 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”, “la CIDH” o “la Comisión Interamericana”) recibió una petición presentada en nombre propio por Joffré Fernández Valdivieso, Ramón Ruiz Hidalgo, Carlos Alberto Franco Ballester, Esther Muzurrieta Díaz de Nieva, Horacio Coronado Naranjo, Flavio Paredes Flores, Víctor Angulo Camacho, Jorge Díaz León, Filiberto Zea Peña, José Rissieri Cervera Gutiérrez, Demetrio Carranza Lavado, Teófilo Amancio Cachay Chávez, Ricardo Benjamín Ibáñez Orellana y Haydée Friné Peña Castro-Cuba (en adelante “las presuntas víctimas” o “los peticionarios”), en la cual se alega la responsabilidad de la República del Perú (en adelante "Perú", "el Estado peruano" o "el Estado") por la violación a derechos protegidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”). Los peticionarios afirmaron ser ex congresistas cuyo derecho a percibir una pensión bajo el régimen público del Decreto Ley No. 20530 fue reconocido en una sentencia firme del Tribunal Constitucional de septiembre de 1997. Indicaron que el Congreso de la República no habría abonado devengados de sus pensiones entre 1991 y 2001. Señalaron que en noviembre de 2004 el Estado peruano llevó a cabo una reforma constitucional que resultó en la eliminación de su derecho a obtener una pensión nivelada con las remuneraciones de los congresistas de la República en actividad. Añadieron que en noviembre de 2009 la Mesa Directiva del Congreso dictó una resolución administrativa disminuyendo el monto de sus pensiones de jubilación.
2. El Estado sostuvo que la alegada falta de pago de devengados se refiere a la pretensión de las presuntas víctimas de que sus haberes de jubilación incorporen gratificaciones de los congresistas en actividad que por expresa previsión legal no son pensionables. Añadió que al plantear su pretensión en el proceso de ejecución de la sentencia del Tribunal Constitucional de septiembre de 1997, las presuntas víctimas obtuvieron reiteradas decisiones desfavorables que culminaron con la resolución de improcedencia de un recurso de agravio constitucional, emitida el 26 de agosto de 2010. Finalmente, argumentó que Comisión no tiene competencia para conocer reclamos relacionados con derechos pensionarios y solicitó que la CIDH declare la denuncia inadmisible en virtud del artículo 47.b) de la Convención.
3. Tras analizar la posición de las partes, la Comisión concluyó que es competente para conocer el reclamo, pero que el mismo es inadmisible por incumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46.1.a) y 47.b) de la Convención Americana. La Comisión decidió notificar el presente Informe de Inadmisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 6 de noviembre de 1998 se recibió la petición inicial, la cual fue registrada bajo el número 12.077. Los peticionarios presentaron información adicional el 21 de diciembre de 1998. Las partes pertinentes de esa documentación fueron trasladadas al Estado el 7 de enero de 1999, otorgándole el plazo de 90 días para que presentara observaciones, de conformidad con el Reglamento de la CIDH entonces vigente.

5. El 24 de mayo de 1999 el Estado presentó su respuesta y el 15 de septiembre de 1999, 10 de abril de 2000, 2 de julio, 1 y 6 de noviembre de 2001 remitió escritos adicionales. Los peticionarios enviaron información adicional el 24 de junio, 16 de agosto y 7 de diciembre de 1999, 19 de septiembre de 2000, 29 de marzo de 2001, 25 de febrero y 15 de marzo de 2002 y 22 de diciembre de 2005.

6. El 20 de mayo de 2010 se solicitó información actualizada a los peticionarios, quienes remitieron respuesta el 1 de julio de 2010. El 9 de agosto de 2010 la CIDH volvió a solicitar información a los peticionarios, quienes presentaron observaciones el 24 de septiembre del mismo año. El Estado remitió un escrito adicional el 21 de enero de 2011 y los peticionarios enviaron comunicaciones el 22 de marzo y el 28 de abril de 2011.
III. POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Los peticionarios
7. Indicaron ser ex parlamentarios cuyos derechos previsionales no habrían sido reconocidos por la Junta Directiva y Tesorero de la Cámara de Diputados, la que a partir de la Constitución de 1993 fue reemplazada por el Congreso de la República. Alegaron que el 13 de enero de 1992 formularon una acción de amparo para que la Cámara de Diputados reconociera su derecho de recibir una pensión nivelada con la remuneración percibida por los congresistas en situación de actividad, en los términos del régimen previsional público regulado por el Decreto Ley No. 20530. Afirmaron que luego de ser conocida por la Corte Superior de Justicia de Lima y por la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia, el 23 de septiembre de 1997 el Tribunal Constitucional declaró fundada la acción de amparo y ordenó al Congreso de la República “el pago de la pensión de cesantía nivelable, con sujeción a las Leyes Nºs. 23495, 25048, Decreto Supremo Nº 001-83-PCM, […] y demás normas pensionables vigentes”.

8. Los peticionarios indicaron que la Ley 23495 establecía en su artículo 5 que “cualquier incremento posterior a la nivelación que se otorguen a los servidores públicos en actividad que desempeñen el cargo y otro en que prestó servicios el cesante o jubilado dará lugar a un incremento de la pensión en igual monto que le corresponda al servicio en actividad”. Afirmaron que el 3 de julio de 2001 la Mesa Directiva del Congreso de la República adoptó el Acuerdo de Mesa No. 436, disponiendo lo siguiente:
Otorgar, a partir del 1 de julio de 2001, a los ex Parlamentarios pensionistas, cuyas pensiones se regulan por el Decreto Ley Nº 20530, una Bonificación Extraordinaria mensual adicional a su monto de pensión, equivalente al concepto de la anterior Asignación por Alta Dirección, constituida hoy por la Asignación por Función Congresal Activa.

Dicha bonificación se abonará junto con cada una de las 14 (catorce) pensiones mensuales que corresponden a los ex Parlamentarios pensionistas, y con la Bonificación por Escolaridad y por Vacaciones que se les abonen.

9. Según la información presentada, las presuntas víctimas requirieron, en el marco del proceso de ejecución de la sentencia de amparo de 23 de septiembre de 1997, que el cálculo de sus pensiones niveladas incluyera el monto correspondiente a las remuneraciones de los congresistas en actividad por concepto de “asignación por función por gastos de representación, seguridad física y alta dirección”. Se adujo que el 26 de agosto de 2010 el Tribunal Constitucional declaró infundada la pretensión de las presuntas víctimas.
10. Los peticionarios indicaron que a partir de noviembre de 2004 se realizó una reforma constitucional de naturaleza previsional y se dictaron las Leyes 28389 y 28449, las cuales implicaron la derogación de las Leyes 23495, 25048 y el Decreto Supremo No. 001-83-PCM, invocados por el Tribunal Constitucional en su sentencia de 23 de septiembre de 1997. Afirmaron que dicha reforma extinguió el sistema de nivelación de pensiones y estableció un tope máximo de dos unidades impositivas tributarias a los beneficiarios del régimen previsional del Decreto Ley No. 20530. 
11. Los peticionarios describieron las disposiciones en materia previsional de diferentes constituciones políticas en el Perú y señalaron que “el Congreso de la República, carece de legitimidad para introducir una modificación que contrarían (sic) el desarrollo histórico constitucional un asunto tan grave como es la de los Derechos Adquiridos”. Manifestaron que el régimen pensionario incorporado al patrimonio de los beneficiarios del Decreto Ley No. 20530 es inmodificable, incluso por la vía de la reforma constitucional. Agregaron que la reforma de noviembre de 2004 y las leyes que la regularon – 28389 y 28449 – no fueron adoptadas de conformidad con el procedimiento legislativo previsto en la Constitución Política del Perú. 
12. Los peticionarios sostuvieron que las leyes 28389 y 28449 “fue[ron] materia de un proceso de inconstitucionalización (sic) ante el Tribunal Constitucional Peruano, que no nos dio, la razón…” Al respecto, aportaron la copia de una decisión del Tribunal Constitucional de 3 de junio de 2005, mediante la cual declaró infundada una acción de inconstitucionalidad contra las mencionadas leyes.
13. Los peticionarios indicaron que en noviembre de 2009 la Mesa Directiva del Congreso dictó el Acuerdo de Mesa No. 070, el cual derogó el Acuerdo de Mesa No. 436 de julio de 2001. Señalaron que la Ley de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2010 (Ley No. 29465), en su décima disposición final, derogó las disposiciones de naturaleza administrativa del Congreso de la República “relacionadas con bonificaciones extraordinarias adicionales otorgadas a título de liberalidad a favor de los ex parlamentarios pensionistas”.
14. Alegaron que en base al Acuerdo de Mesa No. 070 y la Ley No. 29465 el Congreso de la República adoptó decisiones administrativas reduciendo el monto de la pensión de las presuntas víctimas. Al respecto, proporcionaron la copia de la resolución No. 85-2010-DRH-DGA/CR, de 4 de enero de 2010, la cual redujo la pensión de la presunta víctima Joffré Fernández Valdivieso de 7,100.00 a 5,281.01 nuevos soles. Indicaron que contra esa resolución el señor Fernández Valdivieso interpuso un recurso administrativo de apelación, el cual fue declarado infundado el 26 de febrero de 2010 por el Director General de Administración del Congreso de la República. 

15. Los peticionarios presentaron la copia de actuaciones judiciales en una demanda civil formulada por el señor Joffré Fernández Valdivieso, mediante la cual solicitó la nulidad del Acuerdo de Mesa No. 070 y de la resolución No. 85-2010-DRH-DGA/CR. Según la información presentada, dicha demanda fue interpuesta el 7 de mayo de 2010 y se encuentra en primera instancia ante el 33º Juzgado Especializado de Trabajo con Sub Especialidad Previsional de la Corte Superior de Justicia de Lima. Los peticionarios no proporcionaron información específica sobre las resoluciones del Congreso de la República que habrían implicado la reducción de las pensiones de las demás presuntas víctimas y tampoco indicaron si ellas formularon algún tipo de recurso administrativo o judicial.
B. El Estado 

16. Afirmó que con posterioridad a la sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de septiembre de 1997, el Congreso de la República efectuó el pago de las pensiones devengadas de las presuntas víctimas y viene abonando regularmente sus haberes de conformidad con el Decreto Ley No. 20530 y otras normas aplicables. Al respecto, presentó la copia de un informe del Área de Planillas del Congreso de la República, precisando los montos y fechas en los que se efectuaron los abonos de reintegros y devengados correspondientes.
17. El Estado indicó que en sede de ejecución de la referida sentencia de amparo, las presuntas víctimas requirieron que la base de cálculo de sus pensiones incluyera la asignación a los congresistas en actividad por gastos de representación, seguridad física y alta dirección, esa última denominada “función congresal” actualmente. Manifestó que tras la emisión de pericias contables y resoluciones de juzgados y salas civiles de la Corte Superior de Justicia de Lima contrarias a la pretensión de las presuntas víctimas, éstas formularon un recurso de agravio constitucional, el cual fue declarado infundado en resolución del Tribunal Constitucional de 26 de agosto de 2010.  
18. El Estado sostuvo que las presuntas víctimas “nunca aportaron para el fondo de pensiones sobre las asignaciones que pretenden se declaren pensionables”. Afirmó que las Leyes 23495 y 25048 establecen que las únicas asignaciones pensionables de los congresistas son las por refrigerio y movilidad. Añadió existir reiterada jurisprudencia de los tribunales superiores en el Perú disponiendo que “no son pensionables los conceptos que los accionantes pretenden ejecutar, como es la incorporación en su pensión de jubilación nivelable de las asignaciones por Gastos de Representación, Seguridad Física, Alta Dirección, hoy Función Congresal”.
19. Con relación a los alegatos sobre la reforma constitucional pensionaria ocurrida a partir de noviembre de 2004, el Estado sostuvo que la misma fue necesaria, “por cuanto las contribuciones reguladas por el Decreto Ley 20530 no resultaban suficientes para solventar el pago de las pensiones derivadas de dicho régimen”. Subrayó que en un informe sobre el fondo adoptado en el año 2009 respecto de varias peticiones que planteaban la incompatibilidad de la mencionada reforma constitucional con la Convención Americana, la CIDH concluyó que la restricción al derecho a la pensión producida por la misma “fue proporcional pues constituyó un mecanismo idóneo para lograr el fin propuesto, no afect[ando] al contenido esencial del derecho ni desconoci[endo] de manera irrazonable las contribuciones efectuadas”.  
20. En cuanto a la derogación del Acuerdo de Mesa No. 436 de julio de 2001, el Estado afirmó que si bien dicho acuerdo confirió a los ex congresistas un aumento en sus pensiones, ese acto constituyó una bonificación extraordinaria a titulo de liberalidad del Congreso de la República, en uso de la autonomía presupuestal que le confiere el artículo 94 de la Constitución. Destacó que el texto del mencionado acuerdo de mesa establece claramente el carácter extraordinario de la bonificación a los ex congresistas, sin que ello generara derechos adquiridos ni devengados, conforme han sostenido los peticionarios.
21. El Estado indicó que mediante el Acuerdo de Mesa No. 070 el Congreso de la República extinguió la bonificación extraordinaria prevista en el Acuerdo No. 436, de la siguiente forma:
Considerando:

Que, mediante Acuerdo Nº 436-2000-2001/MESA-CR, se acordó una bonificación extraordinaria mensual adicional a los ex parlamentarios pensionistas del régimen del Decreto Ley Nº 20530;
Que dicha bonificación extraordinaria se otorgó a título de liberalidad con carácter no pensionable por cuanto esta era adicional y distinta a la pensión conforme a las normas vigentes a esta fecha; […]

Se resolvió

1. […] se precisa que la bonificación extraordinaria a que se refiere el precitado Acuerdo [de Mesa No. 436] no tenía el carácter de pensionable.

2. Derogar el Acuerdo Nº 436-2000-2001/MESA-CR emitido por la Mesa Directiva. […]

22. El Estado reiteró la información presentada por los peticionarios,  según la cual el señor Joffré Fernández Valdivieso presentó una demanda civil contra los efectos del Acuerdo de Mesa Nº 070-2009, la cual se encuentra actualmente en primera instancia ante el 33º Juzgado Especializado de Trabajo con Sub Especialidad Previsional de la Corte Superior de Justicia de Lima. Finalmente, manifestó que “los temas de naturaleza pensionaria escapan de la competencia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos” y sostuvo que la petición debe ser declarada inadmisible por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 47.b) de la Convención Americana. 

IV. ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci
23. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presuntas víctimas a personas naturales, respecto a quienes el Estado peruano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar el reclamo.

24. La Comisión tiene competencia ratione loci, por cuanto en la petición se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.

25. La Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.
26. En cuanto al alegato del Estado sobre la falta de competencia de la CIDH para conocer reclamos de naturaleza pensionaria, se aclara que los derechos y garantías establecidas en la Convención Americana no están circunscritas a determinadas ramas del Derecho. En efecto, y sin prejuzgar sobre el fondo de la presente denuncia, la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos han decidido casos cuyos recursos judiciales presentados por las presuntas víctimas a nivel interno incluían pretensiones de naturaleza pensionaria
. Por lo tanto, y en vista de que en la presente petición se alega la vulneración a derechos protegidos en la Convención, la CIDH desestima la excepción formulada por Perú y declara que tiene competencia ratione materiae.    

B. Agotamiento de los recursos internos

27. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional.
28. La presente petición se refiere a alegadas violaciones a la Convención Americana, derivadas de tres hechos distintos. En primer lugar, se alega que el Congreso de la República no habría efectuado el pago de devengados de las pensiones de las presuntas víctimas, con relación a las asignaciones por gastos de representación, seguridad física y alta dirección, incumpliendo por lo tanto con la sentencia de amparo dictada por el Tribunal Constitucional el 23 de septiembre de 1997. En segundo lugar, se indica que con la reforma constitucional pensionaria llevada a cabo a partir de noviembre de 2004, se habría vulnerado el derecho adquirido de las presuntas víctimas a recibir una pensión nivelable y exenta de un tope máximo, en los términos del texto del Decreto Ley No. 20530 en el momento en el que se pensionaron. 
29. De acuerdo con la información que obra en el expediente, las pretensiones de las presuntas víctimas referidas en el párrafo anterior fueron planteadas a las autoridades judiciales peruanas en el marco del proceso de ejecución de la sentencia de amparo de 23 de septiembre de 1997. Esa información indica que los representantes legales de las presuntas víctimas y del Congreso de la República formularon una serie de observaciones, recursos de apelación, nulidad y reposición contra pericias contables y decisiones dictadas por juzgados y salas civiles de la Corte Superior de Justicia de Lima que conocieron el proceso de ejecución. 
30. La información presentada por las partes indica que el 13 de agosto de 2008 la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima declaró infundada la observación del señor Joffré Fernández Valdivieso, respecto del pago de devengados por concepto de alta dirección o función congresal dejado de percibir entre julio de 1991 y junio de 2001. Contra dicha resolución las presuntas víctimas dedujeron recurso de agravio constitucional, el cual fue declarado improcedente el 28 de abril de 2009. Posteriormente, las presuntas víctimas interpusieron recurso de queja por denegatoria de agravio constitucional, el cual fue concedido el 19 de marzo de 2009. Finalmente, el 26 de agosto de 2010 el Tribunal Constitucional se pronunció en última instancia sobre el fondo del mencionado recurso, declarándolo infundado. En ese sentido, la CIDH concluye que en esa fecha se cumplió el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención.
31. En adición a los puntos señalados en el párrafo 28 supra, la petición plantea la violación a derechos previstos en la Convención debido a la adopción del Acuerdo de Mesa No. 070, en noviembre de 2009, el cual suprimió beneficios comprendidos en el Acuerdo de Mesa No. 436 de julio de 2001. El 9 de agosto de 2010 la CIDH solicitó información a los peticionarios sobre “si el Acuerdo de Mesa Nº 070-2009 (…) ha sido impugnado a través de algún recurso judicial”
. En respuesta, los peticionarios indicaron que el 7 de mayo de 2010 el señor Joffré Fernández Valdivieso interpuso una demanda civil de nulidad. De la información presentada se desprende que esa demanda se encuentra en primera instancia, bajo conocimiento del 33º Juzgado Especializado de Trabajo con Sub Especialidad Previsional de la Corte Superior de Justicia de Lima. Los peticionarios no presentaron información sobre recursos eventualmente formulados por las demás presuntas víctimas contra los efectos del Acuerdo de Mesa No. 070. En vista de lo anterior, la CIDH considera que las presuntas víctimas no han agotado los recursos de la jurisdicción interna con relación a la alegada violación a derechos convencionales derivada de la adopción del Acuerdo de Mesa No. 070, por lo cual tales extremos de la petición son inadmisibles en virtud del artículo 46.1.a) de la Convención.
C.
Plazo de presentación
32. El artículo 46.1.b) de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible es necesario que haya sido presentada dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna.
33. Conforme señalado en el párrafo 28 supra, los recursos de la jurisdicción interna con relación al pago de devengados y la modificación del Decreto Ley No. 20530 fueron agotados mediante la resolución del Tribunal Constitucional de 26 de agosto de 2010, con posterioridad a la fecha de presentación de la petición ante la CIDH. En ese sentido, el cumplimiento del requisito establecido en el artículo 46.1.b) de la Convención está intrínsecamente ligado al agotamiento de los recursos internos, encontrándose, por lo tanto, satisfecho.
D.
Duplicidad de procedimientos y cosa juzgada
34. El artículo 46.1.c) de la Convención dispone que la admisión de las peticiones está sujeta a que la materia “no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional” y en el artículo 47.d) de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la petición que sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional.  En el presente caso, las partes no han esgrimido la existencia de ninguna de esas dos circunstancias, ni ellas se deducen del expediente.
E.
Caracterización de los hechos
35. El artículo 47.b) de la Convención establece que la Comisión declarará inadmisible una petición cuando en ella no se expongan hechos que tiendan a caracterizar una violación a derechos garantizados en la Convención. 
36. En la presente petición se plantea, por un lado, que la reforma constitucional llevada a cabo a partir de noviembre de 2004 habría afectado los derechos adquiridos de las presuntas víctimas a percibir una pensión nivelable y exenta de un tope máximo, en los términos del régimen previsional establecido en el Decreto Ley No. 20530 vigente en el momento en el que se pensionaron. Asimismo, se alega que la Ley de Reforma Constitucional No. 28389 de 17 de noviembre de 2004 y la Ley No. 28449 de 30 de diciembre de 2004, sobre las nuevas reglas del régimen de pensiones previsto en el Decreto Ley No. 20530, no habrían sido adoptadas de conformidad con el proceso legislativo previsto en la Constitución Política del Perú.
37. En el Informe No. 38/09 la CIDH se pronunció sobre un grupo de peticiones en las que se alegaba que al extinguir el régimen de nivelación previsto en el Decreto Ley No. 20530 y establecer el tope máximo de dos Unidades Impositivas Tributarias, la reforma constitucional llevada a cabo a partir de noviembre de 2004 sería incompatible con los artículos 21 y 26 de la Convención Americana. En el citado informe la CIDH señaló que
[…] la mayoría de los pensionistas del sector público no gozaban de ese beneficio [de nivelación] y, por lo tanto, los pensionistas afectados no son representativos del estado de desarrollo del derecho a la seguridad social en Perú. Por el contrario, al tratarse de un régimen cerrado, es razonable considerar que la nivelación en sí misma constituía un privilegio que por su alto costo, dificultaba mejorar progresivamente las condiciones de los pensionistas no beneficiados por dicha figura
.

38. En cuanto a la creación de topes máximos a las pensiones, la CIDH manifestó que ello no constituye en sí mismo una medida regresiva bajo el artículo 26 de la Convención y destacó que al producirse la reforma constitucional de noviembre de 2004
las autoridades estatales establecieron el monto del tope máximo de acuerdo a la realidad económica del país y el costo de vida. No se cuenta con elementos para considerar que el tope máximo de dos Unidades Impositivas Tributarias sea irrazonable o elimine la esencia del derecho a la pensión, por el contrario, la Unidad Impositiva Tributaria se incrementa periódicamente sin que la Comisión cuente con información detallada en el sentido de que dichos ajustes no satisfacen el aumento progresivo del costo de vida. [L]a Comisión considera que al haber afectado a un número reducido de pensionistas con la finalidad de mejorar las condiciones en el ejercicio del derecho a la pensión por parte de los demás beneficiarios, este extremo de la reforma tampoco constituyó una regresión prohibida por el artículo 26 de la Convención
. 
39. Aún sobre las alegaciones de que el fin del sistema de nivelación implicó una medida restrictiva al derecho a la pensión, la CIDH destacó que si bien la extinción de dicho sistema pudo implicar una disminución a futuro de las pensiones reguladas por el Decreto Ley No. 20530, la reforma constitucional estableció otros mecanismos de reajustes dirigidos a preservar su poder adquisitivo. Al respecto, resaltó que
la reforma estableció que las personas mayores de 65 años que perciban menos de dos Unidades Impositivas Tributarias, es decir, cuyas pensiones no superen el tope máximo, tendrán como mecanismo de reajuste de sus pensiones un incremento de acuerdo al índice de precios al consumidor. […]. La Comisión no cuenta con elementos específicos que permitan considerar que este nuevo mecanismo no es idóneo para mantener el valor adquisitivo de la pensión. El hecho de que sea menos favorable para un grupo de pensionistas no implica necesariamente que sea regresiva en cuanto al grado de desarrollo del derecho a la pensión, máxime si, como se indicó anteriormente, el fin de estas medidas es asegurar la viabilidad del sistema pensionario a futuro y eliminar la inequidad al interior del régimen
.
40. Con relación a la alegada vulneración al derecho previsto en el artículo 21 de la Convención, la CIDH concluyó que si bien la reforma constitucional de noviembre de 2004 implicó una restricción a dicha disposición convencional, la misma fue llevada a cabo a través de una ley, obedeció al fin legítimo de preservar el bienestar general en una sociedad democrática y fue proporcional en la consecución del fin perseguido. Adicionalmente, la CIDH aseveró que “las supuestas víctimas continuaron ejerciendo la titularidad de los derechos propietarios sobre sus pensiones sin que, de la información presentada, resulte una afectación a la esencia de ese derecho”. 
 
41. Dado que el extremo de la presente petición relacionado con la reforma constitucional llevada a cabo a partir de noviembre de 2004 reproduce los alegatos de reclamos examinados por esa instancia internacional en el Informe No. 38/09, la CIDH concluye que aquello no tiende a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención e incurre por lo tanto en la causal de inadmisibilidad prevista en el artículo 47.b) del mismo instrumento.
42. En adición a lo anterior, la presente petición plantea que la sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de septiembre de 1997 no habría sido plenamente cumplida, por cuanto el Congreso de la República no habría abonado a las presuntas víctimas los devengados equivalentes a la nivelación de sus pensiones por los conceptos de asignaciones por gastos de representación, seguridad física y de alta dirección, entre julio de 1991 y junio de 2001. El 9 de agosto de 2010 la CIDH solicitó información actualizada a los peticionarios sobre “si el proceso de ejecución de la sentencia de amparo dictada por el Tribunal Constitucional el 23 de septiembre de 1997 sigue en curso y, de ser así, proporcionar copia de las últimas resoluciones dictadas por el juzgado respectivo".
43. En respuesta, los peticionarios indicaron que luego de varios recursos y observaciones formulados por los representantes legales de las presuntas víctimas y del Congreso de la República, el 26 de agosto de 2010 el Tribunal Constitucional declaró infundado en última instancia un recurso de agravio constitucional deducido por el señor Joffré Fernández Valdivieso. Los peticionarios sostuvieron que dicha resolución del Tribunal Constitucional incurre en una interpretación equivocada de la Constitución Política del Perú y de otras normas previstas en la legislación ordinaria. En lo pertinente, la resolución de 26 de agosto de 2010 establece lo siguiente:
3. Que en el presente caso, en etapa de ejecutoria de sentencia, el cuestionamiento que se plantea, es si la asignación por función congresal activa les corresponde o no a los demandantes y si tiene la naturaleza pensionable. […]

5. Que en ese sentido en la sentencia recaída en el Expediente 0040-1995-AA/TC, se verifica que este Colegiado declaró fundada en parte la demanda a favor de los recurrentes y ordenó el pago de la pensión de cesantía nivelable, con sujeción a las Leyes 23495 y 25048, el Decreto Supremo 0015-83-PCM y la Resolución de la Presidencia de la Cámara de Diputados 565-90-CD/PP, de fecha 11 de octubre de 1990, en concordancia con la Resolución 065-94-CD/CCD, de 29 de abril de 1994 y demás normas pensionables vigentes.

6. Que de la Resolución 065-94-CD/CCD, de fecha 29 de abril de 1994, obrante en fojas 2448, se advierte que los conceptos de Asignaciones por Gastos de Representación, Seguridad Física y Alta Dirección no están considerados en la Ley 25048, por lo que, no resultan conceptos pensionables. […]

9. Que por lo tanto se desprende del Informe 273-2002-AP-GRRHH/CR, del área de Planillas, que el Congreso ha cumplido con efectuar el pago de las pensiones nivelables por el período reclamado en concordancia con la Resolución 065-94-CD/CCD.

10. Que por consiguiente se concluye que al haberse establecido que la anterior Asignación de Alta Dirección, hoy Función Congresal Activa, que perciben los Congresistas en actividad no tenía ni tiene carácter pensionable, no les corresponde percibirla a los demandantes […]. 

Por consiguiente, no se encuentra probado que la STC 0040-AA/TC haya sido incumplida o no acatada en sus propios términos
. 
44. En el marco del sistema de peticiones previsto en el artículo 44 de la Convención Americana la CIDH es competente para analizar la compatibilidad de leyes, políticas o prácticas con los derechos de una persona bajo el referido instrumento internacional. Sin embargo, la presente petición sostiene que la citada resolución del Tribunal Constitucional empleó una interpretación equivocada de la legislación pensionaria aplicable a las presuntas víctimas. Sobre tales planteamientos, la CIDH ratifica su doctrina según la cual no le corresponde reemplazar las autoridades judiciales internas en la interpretación del alcance de las normas de derecho procesal y material aplicables
. La CIDH ha aseverado que no puede hacer las veces de un tribunal de alzada para examinar supuestos errores de derecho o de hecho que puedan haber cometido los tribunales nacionales dentro de los límites de su competencia
.
45. Por ende, la CIDH concluye que las alegaciones y elementos de hecho aportados por los peticionarios no tienden a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención Americana, por lo cual la denuncia no satisface el requisito previsto en el artículo 47.b) de dicho instrumento.    

V. CONCLUSIONES
46. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición es inadmisible de conformidad con el artículo 47.b) de la Convención Americana, por no exponer hechos que tiendan a caracterizar la violación a derechos garantizados en el referido instrumento. En consecuencia,  
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar inadmisible la petición, de conformidad con lo expresado en el párrafo 31 del presente informe, por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana.
2. Declarar inadmisible la petición, en los términos señalados entre los párrafos 35 y 45 del presente informe, por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 47.b) de la Convención Americana.
3. Notificar esta decisión al Estado y al peticionario.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 2 días del mes de noviembre de 2011. (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión.
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Si el Acuerdo de Mesa Nº 070-2009 y las resoluciones administrativas dictadas por el Departamento de Recursos Humanos del Congreso de la República, aludidas en su comunicación del 3 de junio de 2010, han sido impugnados a través de algún recurso judicial. De ser así, indicar el resultado obtenido y proporcionar la copia de las decisiones judiciales respectivas. 
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� CIDH, Informe Nº 79/10, Petición 12.119, Inadmisibilidad, Asociación de Jubilados Petroleros del Perú – Área Metropolitana de Lima y Callao, Perú, 12 de julio de 2010, párrs. 41 y 42; Informe Nº 27/07, Petición 12.217, Inadmisibilidad, José Antonio Aguilar Angeletti, Perú, 9 de marzo de 2007, párrs. 41 y 43 e Informe Nº 39/05, Petición 792-01, Inadmisibilidad, Carlos Iparraguirre y Luz Amada Vásquez de Iparraguirre, Perú, 9 de marzo de 2005, párrs. 52 y 54.


� CIDH, Informe Nº 45/04, Petición 369-01, Inadmisibilidad, Luis Guillermo Bedoya de Vivanco, Perú, 13 de octubre de 2004, párr. 41; Informe Nº 16/03, Petición 346-01, Inadmisibilidad, Edison Rodrigo Toledo Echeverría, Ecuador, 20 de febrero de 2003, párr. 38; Informe Nº 122/01, Petición 15-00, Inadmisibilidad, Wilma Rosa Posadas, Argentina, 10 de octubre de 2001, párr. 10 e Informe Nº 39/96, Caso 11.673, Inadmisibilidad, Santiago Marzioni, Argentina, 15 de octubre de 1996, párr. 71.
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